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Entra en vigor la ley para salvar empresas
LEY DE MEDIDAS URGENTES EN MATERIA CONCURSAL/ La reforma concursal prevé, por primera vez, que Hacienda y la Seguridad 
Social se vean arrastrados por un convenio en un concurso con el fin de reflotar las empresas que atraviesan dificultades. 

Mercedes Serraller. Madrid 
La Ley que pretende ser un 
salvavidas de empresas en 
concurso entró ayer en vigor.  
La reforma concursal prevé, 
por primera vez, que Hacien-
da y la Seguridad Social se ve-
an arrastrados por un conve-
nio en un concurso de acree-
dores y por lo tanto, 
pierdan su privilegio de 
cobrar los primeros y no 
someterse a los plazos y 
acuerdos que obligan al 
resto de acreedores, con el 
fin de reflotar las empresas 
que atraviesan dificultades. 
Así lo establece la ley de me-
didas urgentes en materia 
concursal que publicó el BOE 
el martes, que traslada al con-
curso las medidas que ya vali-
dó el Gobierno para las refi-
nanciaciones. 

El Consejo de Ministros 
aprobó el pasado 5 de sep-
tiembre un Real Decreto que 
desarrolló estas medidas ur-
gentes, que se ha tramitado 
luego como proyecto de ley 
en las Cortes para introducir 
mejoras. 

 
 Hacienda y Seguridad  
Social 
El Decreto amplía las posibili-
dades de extensión de los 
efectos del convenio a los 
acreedores públicos, permi-
tiendo que voten como clases 
diferenciadas. Es decir, Ha-
cienda y la Seguridad Social, 
pero también comunidades 
autónomas y ayuntamientos, 
que hasta ahora gozaban de 
unos privilegios absolutos e 
inéditos entre los países de 
nuestro entorno, muy critica-
dos por el FMI y la Comisión 
Europea. 
 
 Acreedores privilegiados 
La entrada de Hacienda y la 
Seguridad Social en los con-
venios se articula mediante la 
creación de clases diferencia-
das en estos créditos. Sin mo-
dificar su clasificación, se 
crean cuatro clases diferen-
ciadas, a efectos de la votación 
para la extensión del conve-
nio: acreedores laborales, pú-
blicos, financieros o el resto. 
Dentro de los créditos con 
privilegio especial, se redefine 
éste como el  9/10 del valor ra-
zonable del bien o derecho 
sobre el que se ha constituido 
la garantía, una vez deducidas 
las deudas preferentes. De-
pendiendo de las medidas a 
aplicar, los acreedores privile-
giados no públicos pueden 
verse arrastrados por mayo-
rías del 60% y 75%. 

Así, un acreedor público 

primer paso que a la larga 
aumentará su adhesión. 

 
 Acreedores ordinarios 
Para los acreedores ordina-
rios, se mantiene el régimen 
de aprobación de convenios 
existente, pero se introduce la 
posibilidad de extender a los 
disidentes, si vota a favor al 
menos el 65% del pasivo ordi-
nario, esperas entre 5 y 10 
años; quitas superiores al 
50%; conversión de créditos 
en acciones o participaciones 
del deudor, o créditos partici-
pativos hasta 10 años; trans-
formación de deuda en cual-
quier otro instrumento finan-
ciero, y cesión de bienes o de-
rechos en pago de créditos, 
siempre que no resulten ne-
cesarios para la continuación 
de la actividad y que su valor 

tración para introducir 
esta medida que ahora los 

tribunales ya están sor-
teando con una nove-
dosa interpretación en 

dos sentencias de sendos 
juzgados de lo Mercantil 

de Barcelona y Alican-
te, que establecen que 
sólo se hereda la deuda 

laboral de los trabajadores 
que se subroguen. 

Los jueces se adhieren a es-
ta doctrina porque conside-
ran que es lo que se despren-
de del espíritu de la norma, 

reflotar actividad y empleo. 
Cuando el concurso no 
puede concluir mediante 
un convenio de acreedo-
res que permita la conti-

nuidad de la empresa (lo 
que ocurre en más de un 95% 
de los casos), la venta de la 
unidad productiva constituye 
una alternativa a la liquida-
ción de activos, al cese de la 
actividad y despido de los tra-
bajadores. 
 
 Comisión de seguimiento 
La Ley crea además una co-
misión de seguimiento de 
prácticas de refinanciación y 
reducción de sobreendeuda-
miento, con funciones de se-
guimiento de las medidas 
adoptadas por esta norma. La 
Comisión elaborará un infor-
me anual sobre la efectividad 
de las medidas y sobre la evo-
lución del endeudamiento del 
sector privado y sus implica-
ciones macroeconómicas. 
Asimismo, se constituye un 
portal telemático en el BOE 
con información sobre las 
empresas en liquidación para 
facilitar su enajenación. 
 
 Ejecuciones hipotecarias 
La norma aborda las modifi-
caciones legales necesarias 
para dar cumplimiento a la 
sentencia del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea 
de 17 de julio de 2014, modifi-
cando la Ley de Enjuicia-
miento Civil. El deudor hipo-
tecario podrá interponer re-
curso de apelación contra el 
auto que desestime su oposi-
ción a la ejecución, si esta se 
fundara en la existencia de 
una cláusula contractual abu-
siva. Se aplicará a los procedi-
mientos de ejecución hipote-
caria en los que no se hubiera 
producido la puesta en pose-
sión del inmueble al adqui-
rente. Se prevé un plazo de un 
mes para los procedimientos 
en los que hubiera concluido 
el plazo para recurrir el auto 
que hubiera desestimado la 
oposición.

Se podrá aplicar, por  
una sola vez, a las 
empresas que  
ya estuvieran  
en concurso

podrá ser arras-
trado al conve-
nio general si así 
lo decide el 75% 
de todos los 
acreedores públi-
cos implicados. El 
acreedor público po-
drá seguir optando por 
someterse al convenio gene-
ral de acreedores –y en conse-
cuencia, a posibles quitas su-
periores a la mitad del impor-
te del crédito– o celebrar un 
convenio singular con el con-
cursado. 

No obstante, si una mayoría 
del 75% de los acreedores pú-
blicos decide sumarse al con-
venio general, obligará a ha-
cerlo también al resto de 
acreedores públicos, que ya 
no podrán celebrar un conve-
nio singular. 

Leopoldo Pons, presidente 
del Registro de Economistas 
Forenses-Refor, destaca que 
esta novedad “obliga a Ha-
cienda y Seguridad Social a 
hacer una declaración explí-
cita de intenciones sobre cada 
concurso y su viabilidad”, un 

Los acreedores 
podrán convertir 
deuda en capital  
y el deudor que lo 
vete será penalizado

Se permitirá la 
transferencia de 
contratos, licencias  
y permisos en la 
venta de activos

razonable sea igual o inferior 
al crédito que se extingue o, 
en caso de ser superior, se re-
integre la diferencia. 

Además, los acreedores 
con garantía real, en caso de 
incumplimiento del conve-
nio, podrán ejecutar su garan-
tía y percibir, si lo cubre el 
bien dado en garantía, el im-
porte de la deuda. 

 
 Aplicación retroactiva 
Se establece un mecanismo 
para permitir que estas medi-
das puedan aplicarse, por una 
sola vez, a los convenios adop-
tados al amparo de la legisla-
ción anterior, si se dan mayo-
rías reforzadas (superiores a 
las exigidas para la aproba-
ción del convenio) y lo aprue-
be un juez. Se excluirán a los 
acreedores públicos y labora-
les.  
 
 Mejoras en la liquidación 
Si pese a todo, la empresa en-

tra en liquidación, la norma 
establece una serie de mejo-
ras para que no pierdan valor 
contratos ni bienes. La liqui-
dación será más eficiente, y 
permitirá la transferencia de 
contratos, licencias y permi-
sos en el caso de venta de acti-
vos. 
 
 Capitalizar deuda 
La norma permite a los acree-
dores capitalizar deuda. El 
deudor que vete un acuerdo 
de conversión de deuda en ca-
pital será sancionado e incu-
rrirá en responsabilidad si el 
proceso acaba en liquidación 
siempre que no tenga ya capi-
tal. 
 
 Se hereda la deuda  
laboral  
A pesar de estas mejoras, la 
reforma concursal obliga, por 
primera vez, a quien compre 
una empresa en quiebra a 
asumir toda la deuda con la 
Seguridad Social que ésta 
acumule. Abogados, empre-
sas y jueces han mostrado su 
preocupación con esta medi-
da porque creen que dificulta 
e, incluso, imposibilita, la ven-
ta de la unidad empresarial. 

La oposición presentó en-
miendas con el fin de cambiar 
este asunto pero no han pros-
perado. La pervivencia de la 
actividad y de puestos de tra-
bajo que pretende lograr la re-
forma no tendrá lugar o será 
muy difícil que lo tenga con la 
nueva norma: o bien porque 
los empresarios se absten-
drán de comprar la empresa o 
bien porque cuando lo hagan 
se tendrán que declarar ellos 
mismos en concurso e irán a 
su vez a liquidación.  

El déficit de las arcas públi-
cas y la lucha contra el fraude 
son las razones de la Adminis-


